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DECRETA:

REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 34 Y 35 DE LA LEY 7442, LEY ORGÁNICA
DEL MINISTERIO PÚBLICO, DE 25 DE OCTUBRE DE 1994

ARTÍCULO ÚNICO-Se  reforman  los  artículos  34  y  35  de  la  Ley  7442,  Ley
Orgánica del Ministerio Público, de 25 de octubre de 1994, modificada de forma
íntegra  por  el  artículo  11  de  la  Ley  7728,  Ley  de  Reorganización  Judicial,
Reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, de 15 de diciembre de 1997. El
texto es el siguiente: 

Artículo 34.- Asistencia legal

El Ministerio Público proveerá, a la víctima que le delegue el ejercicio de la acción
civil resarcitoria, los servicios de una persona profesional en derecho. Esta función
será asumida, directamente, por un abogado o abogada de la Oficina de Defensa
Civil  de  las  Víctimas,  sin  perjuicio  de  que  pueda  serlo  por  cualquiera  de  los
representantes del Ministerio Público en el territorio nacional, según la distribución
de trabajo que disponga la persona fiscal general de la República.

El personal profesional en derecho de la Oficina de Defensa Civil que atiende la
causa o, en su defecto, la persona fiscal correspondiente, le advertirá a la persona
asistida que, si se demuestra que tiene solvencia económica, deberá designar un
abogado  o  abogada  particular,  o  bien,  pagar  al  Poder  Judicial  los  servicios
brindados, según la estimación de pretensiones de conformidad con el arancel de
honorarios por  servicios profesionales de abogacía y notariado.  En todo caso,
dicho pago deberá realizarse antes de iniciar la confección de la acción civil.

Artículo 35.- Cobro de honorarios y costas
 
Cuando corresponda, la jefatura de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, o
quien esta designe, gestionará ante la autoridad correspondiente la fijación y el
cobro de los honorarios y de las costas por los servicios prestados.

La fijación de honorarios se hará: a) cuando se determine solvencia económica
de quien promueve, para lo cual la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas le
prevendrá  a  la  persona  asistida,  por  el  término  de  tres  días,  que  realice  el
depósito de honorarios según el arancel por servicios profesionales, depósito
que debe realizarse previo a la confección de la acción civil; b) en el momento
en que la víctima decida prescindir de los servicios de la Oficina, mediante la
interposición del incidente de cobro de honorarios; c) en sentencia.

El documento auténtico en el que conste el monto de los honorarios y costas, a
favor de la Oficina de Defensa Civil, servirá como base para la ejecución. De
oficio, la autoridad que conoce del proceso ordenará el embargo de bienes del
deudor  en  cantidad  suficiente  para  garantizar  el  pago  de  los  honorarios.  El
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abogado o la  abogada,  a  quien  corresponda hacer  las diligencias  de cobro,
ejercerá todas las acciones judiciales o extrajudiciales para hacerlo efectivo.

Iguales reglas se aplicarán, en lo que corresponda, para el cobro de costas por
honorarios de abogado de la parte actora, contra la parte vencida.

Las sumas obtenidas en los procesos tramitados por la Oficina de Defensa Civil
serán  imputadas  en  el  siguiente  orden  prelativo:  intereses,  capital  y  costas,
debiendo cancelarse  primero  lo  que corresponde a  la  persona actora  civil  y
posteriormente los montos a favor de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas.

A los ingresos provenientes de lo dispuesto en esta norma no les será aplicable
el principio de universalidad e integridad, contemplados en la Ley 8131, Ley de
la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, de 18 de
setiembre de 2001, y serán considerados de fin social para los efectos de la Ley
9635, Fortalecimiento de las Finanzas Públicas,  de 3 de diciembre de 2018.
Serán depositados en una cuenta especial o expediente automatizado, cuyos
rubros serán destinados en el siguiente orden: al mejoramiento de la Oficina de
Defensa Civil  de las Víctimas,  a la creación de un fondo para satisfacer las
necesidades urgentes de las víctimas de delitos y al Ministerio Público, por lo
que no se les aplicará el principio de anualidad. La Corte Plena establecerá los
mecanismos adecuados para reglamentar y controlar el uso de tales recursos.

Rige a partir de su publicación. 
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Firmada en San José, en la sala de sesiones del Área de Comisiones Legislativas
III, a los diecisiete días del mes de febrero de dos mil veinticinco.

Paola Nájera Abarca Rosaura Méndez Gamboa

Andrea Álvarez Marín Alexander Barrantes Chacón

Carlos Felipe García Molina
Diputadas y diputados


